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RV: Ref: CONTESTACIÓN DEMANDA - Radicado: 11001333501620230002000 -
Demandante: RUTH MARGARITA HIDALGO URREGO - Demandado: NACIÓN –
MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL – DIRECCIÓN DE SANIDAD - Medio de
Control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho

Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C.
<correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Lun 29/05/2023 2:12 PM

Para: Juzgado 16 Administrativo Seccion Segunda - Bogota - Bogota D.C.
<admin16bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>
CC: seccivilencuesta 221 <raul.casasc@correo.policia.gov.co>

5 archivos adjuntos (2 MB)
Contestación demanda RUTH MARGARITA HIDALGO URREGO.pdf; PODER.pdf; RESOLUCIÓN 5373 DE 2022.pdf; RESOLUCIÓN
3969 DE 2006.pdf; CONSTANCIA DE ENVIO.pdf;

Cordial saludo,  
                    
De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como memorial
para el proceso relacionado en el mismo, dentro del registro en el aplicativo siglo XXl
podrá confirmar los datos del mensaje como Asunto, fecha y hora de recibo.  

 
Atentamente,  
 GPT

Grupo de Correspondencia  
Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos  

Sede Judicial  CAN 

De: RAUL FERNANDO CASAS CORTES <raul.casasc@correo.policia.gov.co>
Enviado: lunes, 29 de mayo de 2023 14:08
Para: correscanbta@cendoj.ramajudicial.com <correscanbta@cendoj.ramajudicial.com>; Correspondencia Sede
Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C. <correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Asunto: Ref: CONTESTACIÓN DEMANDA - Radicado: 11001333501620230002000 - Demandante: RUTH
MARGARITA HIDALGO URREGO - Demandado: NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL –
DIRECCIÓN DE SANIDAD - Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho
 
Honorable Juez  
BLANCA LILIANA POVEDA CABEZAS   
JUZGADO DIECISÉIS (16) ADMINISTRATIVO  DE ORALIDAD DEL CIRCUITO JUDICIAL DE
BOGOTÁ D.C. – SECCIÓN SEGUNDA  
E.        S.        D.  
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Ref:                                        CONTESTACIÓN DEMANDA  
Radicado:                              11001333501620230002000  
Demandante:             RUTH MARGARITA HIDALGO URREGO  
Demandado:                                                 NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL –

DIRECCIÓN DE SANIDAD  
Medio de Control:                Nulidad y Restablecimiento del Derecho  
  
RAÚL FERNANDO CASAS CORTÉS,  mayor de edad, domiciliado en la ciudad Bogotá, identificado
con la cédula de ciudadanía No. 1.078.347.230 de Suesca Cundinamarca, portador de la Tarjeta
Profesional No. 211.987 del Consejo Superior de la Judicatura, actuando en calidad de apoderado
judicial de la Nación - Ministerio de Defensa - Policía Nacional - Dirección de Sanidad - Hospital Central
de la Policía Nacional  dentro del proceso de la referencia, por medio de poder otorgado por el
Señor  Brigadier General  HERNÁN ALONSO MENESES GELVES  Secretario General de la Policía
Nacional, solicito respetuosamente a su señoría se me reconozca personería adjetiva para poder actuar
dentro de la presente litis; asimismo mediante el presente escrito procedo a  CONTESTAR LA
DEMANDA dentro del término de ley en los siguientes términos:  

(...) 

V. PERSONERÍA  

                 
Solicito a la Señora Jueza respetuosamente, se me reconozca personería adjetiva en los términos y para los fines
del poder conferido el cual anexo en un (1) archivo adjunto.  
  
VI. ANEXOS  
  
Con el presente adjunto la siguiente documentación:  
  

Poder otorgado por el Señor Brigadier General HERNÁN ALONSO MENESES GELVES Secretario General
de la Policía Nacional y sus anexos, el cual se envía adjunto al presente correo electrónico en un archivo.   

  
Constancia de envió de la contestación de la demanda al correo electrónico enunciado por el apoderado del
extremo activo de la litis en el libelo introductorio, mediante mensaje de datos de conformidad con lo
establecido en ley 2213 del 13 de junio de 2022 “Por medio de la cual se establece la vigencia permanente
del Decreto Legislativo 806 de 2020 y se adoptan medidas para implementar las tecnologías de la
información y las comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar
la atención a los usuarios del servicio de justicia y se dictan otras disposiciones”, en un archivo.   

  
VII.NOTIFICACIONES  
  
a) El demandado: Recibo notificaciones en la Dirección de Sanidad – Policía Nacional – Calle 44 No. 50-51 CAN,
Edificio Seguridad Social piso 5°. Tel. 314 448 3306 y en los correos electrónicos  disan.asjur-
judicial@policia.gov.co y raul.casasc@correo.policia.gov.co  
  
b) El demandante: En la dirección que cita en la demanda.  
 
De la Señora Jueza,  

Cordialmente,   
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RAÚL FERNANDO CASAS CORTÉS   
C.C. No. 1.078.347.230 expedida en Suesca Cundinamarca  
T.P. No. 211.987 del Consejo Superior de la Judicatura  
 

Mensaje Importante

La información contenida en este mensaje, incluidos los archivos adjuntos al mismo, son para el uso exclusivo del destinatario y puede

contener información que no es de carácter público, en caso de haber recibido este mensaje por error, comuníquese de forma inmediata con el

emisor y proceda a su eliminación; recuerde que cualquier uso, difusión, distribución, copiado o divulgación de esta comunicación está

estrictamente prohibido.

---Para evitar que su cuenta de correo personal institucional, sea víctima de suplantación, atacada por malware o phishing tenga presente no hacer click

en links desconocidos, ya que a traves de estos se solicita datos personales como contraseña, número de cédula y correo electrónico entre otros. Por tal

motivo deben abstenerse de suministrar información personal, institucional y bancaria.

CONFIDENCIALIDAD: Al recibir el acuse recibido por parte de esta dependencia se entendera como aceptado y se recepcionara como documento

prueba de la entrega del usurario (Ley 527 del 18-08-1999).
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Honorable Juez 

BLANCA LILIANA POVEDA CABEZAS  

JUZGADO DIECISÉIS (16) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO 

JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. – SECCIÓN SEGUNDA 

E. S. D. 

 

 

Ref:     CONTESTACIÓN DEMANDA 

Radicado:                   11001333501620230002000 

Demandante:             RUTH MARGARITA HIDALGO URREGO 

Demandado:  NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA 

NACIONAL – DIRECCIÓN DE SANIDAD 

Medio de Control:      Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

 

RAÚL FERNANDO CASAS CORTÉS, mayor de edad, domiciliado en la ciudad Bogotá, 

identificado con la cédula de ciudadanía No. 1.078.347.230 de Suesca Cundinamarca, 

portador de la Tarjeta Profesional No. 211.987 del Consejo Superior de la Judicatura, 

actuando en calidad de apoderado judicial de la Nación - Ministerio de Defensa - Policía 

Nacional - Dirección de Sanidad - Hospital Central de la Policía Nacional dentro del 

proceso de la referencia, por medio de poder otorgado por el Señor Brigadier General 

HERNÁN ALONSO MENESES GELVES Secretario General de la Policía Nacional, 

solicito respetuosamente a su señoría se me reconozca personería adjetiva para poder 

actuar dentro de la presente litis; asimismo mediante el presente escrito procedo a 

CONTESTAR LA DEMANDA dentro del término de ley en los siguientes términos: 

I. EN CUANTO A LOS HECHOS 

 

PRIMERO: Es cierto de acuerdo a la prueba aportada en el libelo introductorio. 

SEGUNDO: Es cierto según el documento injerto en la demanda. 

TERCERO: No es un hecho, se trata de una apreciación subjetiva de la parte actora. 
 
CUARTO: No es un hecho, se trata de una apreciación subjetiva de la parte actora. 

QUINTO: No es un hecho, se trata de una apreciación subjetiva de la parte actora. 

SEXTO: No es un hecho, se trata de una apreciación subjetiva de la parte actora. 

SÉPTIMO: No es un hecho, se trata de una apreciación subjetiva de la parte actora. 

OCTAVO: No es un hecho, se trata de una apreciación subjetiva de la parte actora. 

NOVENO: No es un hecho, es una apreciación subjetiva del demandante, y parece 

confundir el marco constitucional y legal de ingreso a la función pública, con la provisión 

de cargos de forma provisional, pues en Colombia solo es dable el ingreso a la carrera 
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administrativa a través del mérito, en los términos del artículo 125 de la Constitución 

Política de Colombia. 

DECIMO: Es cierto de acuerdo a la prueba aportada en el libelo introductorio. 

DECIMO PRIMERO: Parcialmente cierto, se efectuó la respuesta a la petición incoada 

por el extremo activo por parte de la Señora Teniente Coronel CAROLINA JARAMILLO 

VILLAMIL – Jefe Grupo Talento Humano y no como se manifiesta en el escrito de 

demanda Teniente Coronel CATALINA JARAMILLO. 

DECIMO SEGUNDO: No es un hecho, es una mera apreciación de tipo narrativo, la cual 

este Profesional no entrará a debatir, por ende, me atendré a lo que resulte probado en 

la litis. 

DECIMO TERCERO: No es un hecho, es una mera apreciación de tipo narrativo, la cual 

este Profesional no entrará a debatir, por ende, me atendré a lo que resulte probado en 

la litis. 

DECIMO CUARTO: Es cierto de acuerdo a la prueba aportada en el libelo introductorio. 

DECIMO QUINTO: Es cierto según el documento injerto en la demanda. 

II. RAZONES DE DEFENSA 

Este apoderado judicial inicia su intervención indicando que la CONSTITUCIÓN 

POLÍTICA DE COLOMBIA, estatuyo en el artículo 125 el ingreso a los cargos de carrera 

así: 

 
“…Artículo 125. Los empleos en los órganos y entidades del Estado son de carrera. 

Se exceptúan los de elección popular, los de libre nombramiento y remoción, los de 

trabajadores oficiales y los demás que determine la ley. 

 

Los funcionarios, cuyo sistema de nombramiento no haya sido determinado por la 

Constitución o la ley, serán nombrados por concurso público.  

 

El ingreso a los cargos de carrera y el ascenso en los mismos, se harán previo 

cumplimiento de los requisitos y condiciones que fije la ley para determinar los 

méritos y calidades de los aspirantes. 

 

El retiro se hará: por calificación no satisfactoria en el desempeño del empleo; por 

violación del régimen disciplinario y por las demás causales previstas en la 

Constitución o la ley.  

 

En ningún caso la filiación política de los ciudadanos podrá determinar su 

nombramiento para un empleo de carrera, su ascenso o remoción…” (Subrayado 

propio) 

 

Por su parte el artículo 209 ibídem, sobre la función administrativa, puntualizó: 

 
“…La función administrativa está al servicio de los intereses generales y se 

desarrolla con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, 
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economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la descentralización, la 

delegación y la desconcentración de funciones…” 

En desarrollo del anterior marco constitucional, tenemos que la LEY 443 DE 19981, 

expidió normas tendientes a la regulación de la carrera administrativa, en la que se 

dispuso lo siguiente:  

“…DEFINICION, PRINCIPIOS Y CAMPO DE APLICACIÓN 

ARTICULO 1o. DEFINICION. <Artículo derogado por el artículo 58 de la Ley 909 

de 2004> La carrera administrativa es un sistema técnico de administración de 

personal que tiene por objeto garantizar la eficiencia de la administración pública y 

ofrecer igualdad de oportunidades para el acceso al servicio público, la capacitación, 

la estabilidad en los empleos y la posibilidad de ascenso. 

Para alcanzar estos objetivos, el ingreso, la permanencia y el ascenso en los 

empleos de carrera administrativa se hará exclusivamente con base en el mérito, 

sin que motivos como raza, religión, sexo, filiación política o consideraciones de otra 

índole puedan tener influjo alguno. Su aplicación, sin embargo, no podrá limitar ni 

constreñir el libre ejercicio del derecho de asociación a que se refiere el 

artículo 39 de la Constitución Política. 

ARTICULO 2o. PRINCIPIOS RECTORES. <Artículo derogado por el artículo 58 de 

la Ley 909 de 2004> Además de los principios de moralidad, eficacia, economía, 

celeridad, imparcialidad y publicidad, consagrados en el artículo 209 de la 

Constitución Política, la carrera administrativa deberá desarrollarse 

fundamentalmente en los siguientes: 

- Principio de igualdad, según el cual para el ingreso a los empleos de carrera se 

brindará igualdad de oportunidades, sin discriminación de ninguna índole, 

particularmente por motivos como credo político, raza, religión o sexo; de la misma 

forma, para el ascenso, la estabilidad y la capacitación de quienes pertenezcan a la 

carrera, las organizaciones y entidades garantizarán que los empleados participen 

con criterio de igualdad y equidad. 

- Principio del mérito, según el cual el acceso a cargos de carrera, la permanencia 

en los mismos y el ascenso estarán determinados por la demostración permanente 

de las calidades académicas y la experiencia, el buen desempeño laboral y la 

observancia de buena conducta de los empleados que pertenezcan a la carrera y 

de los aspirantes a ingresar a ella. (resaltado propio) 

ARTICULO 3o. CAMPO DE APLICACION. <Artículo derogado por el artículo 58 de 

la Ley 909 de 2004. Las disposiciones contenidas en la presente ley son 

aplicables a los empleados del Estado que prestan sus servicios en las 

entidades de la Rama Ejecutiva de los niveles Nacional, Departamental, Distrital, 

Municipal y sus entes descentralizados; en las Corporaciones Autónomas 

Regionales; en las Personerías; en las entidades públicas que conforman el Sistema 

 
1 Por la cual se expiden normas sobre carrera administrativa y se dictan otras disposiciones. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0909_2004_pr001.html#58
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/constitucion_politica_1991_pr001.html#39
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0909_2004_pr001.html#58
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/constitucion_politica_1991_pr006.html#209
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0909_2004_pr001.html#58
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General de Seguridad Social en Salud; al personal administrativo de las 

Instituciones de Educación Superior de todos los niveles, cuyos empleos hayan sido 

definidos como de carrera; al personal administrativo de las instituciones de 

educación primaria, secundaria y media vocacional de todos los niveles; a los 

empleados no uniformados del Ministerio de Defensa Nacional, Fuerzas 

Militares y de la Policía Nacional, así como a los de las entidades 

descentralizadas adscritas o vinculadas a los anteriores. (Negrillas fuera del 

texto) 

PARAGRAFO 1o. En caso de vacíos de las normas que regulan las carreras 

especiales a las cuales se refiere la Constitución Política, serán aplicadas las 

disposiciones contenidas en la presente ley y sus complementarias y 

reglamentarias. 

PARAGRAFO 2o. Mientras se expiden las normas de carrera para el personal de 

las Contralorías territoriales, para los empleados de la Unidad Administrativa 

Especial de Aeronáutica Civil y para los empleados del Congreso de la República, 

de las Asambleas Departamentales, de los Concejos Distritales y Municipales y de 

las Juntas Administradoras Locales les serán aplicables las disposiciones 

contenidas en la presente ley. 

(…) 

ARTICULO 5o. DE LA CLASIFICACION DE LOS EMPLEOS. <Artículo derogado 

por el artículo 58 de la Ley 909 de 2004> Los empleos de los organismos y 

entidades regulados por la presente ley son de carrera, con excepción de: 

1. Los de elección popular, los de período fijo conforme a la Constitución y la ley, 

aquellos cuyas funciones deban ser ejercidas en las comunidades indígenas 

conforme con su legislación y los de trabajadores oficiales. 

2. Los empleos de libre nombramiento y remoción que correspondan a los siguientes 

criterios: (…)” 

Posterior a dicha disposición tenemos que mediante la LEY 909 DE 20042 se regularon 

aspectos generales y específicos del empleo en Colombia, si bien dicha normatividad 

no se aplica en su integridad a los empleados públicos de las entidades 

descentralizadas adscritas o vinculadas al Ministerio de Defensa Nacional, las Fuerzas 

Militares y a la Policía Nacional y a los empleados públicos civiles no uniformados del 

Ministerio de Defensa Nacional, de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, sí 

regenta sobre los aspectos básicos de dicho régimen, es así que tenemos que: 

“…ARTÍCULO 1. OBJETO DE LA LEY. La presente ley tiene por objeto la 
regulación del sistema de empleo público y el establecimiento de los principios 
básicos que deben regular el ejercicio de la gerencia pública. 

Quienes prestan servicios personales remunerados, con vinculación legal y 
reglamentaria, en los organismos y entidades de la administración pública, 

 
2 Por la cual se expiden normas que regulan el empleo público, la carrera administrativa, gerencia pública y se dictan otras disposiciones 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0909_2004_pr001.html#58
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conforman la función pública. En desarrollo de sus funciones y en el cumplimiento 
de sus diferentes cometidos, la función pública asegurará la atención y satisfacción 
de los intereses generales de la comunidad. 

De acuerdo con lo previsto en la Constitución Política y la ley, hacen parte de la 
función pública los siguientes empleos públicos: 

a) Empleos públicos de carrera; 

b) Empleos públicos de libre nombramiento y remoción; 

c) Empleos de período fijo; 

d) Empleos temporales…” 

Por otro lado, el articulo 7 y 11 ibidem, establecen la naturaleza y las funciones de la 

Comisión Nacional del Servicio Civil, así: 

“…ARTÍCULO 7o. NATURALEZA DE LA COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO 
CIVIL. La Comisión Nacional del Servicio Civil prevista en el artículo 130 de la 
Constitución Política, responsable de la administración y vigilancia de las carreras, 
excepto de las carreras especiales, es un órgano de garantía y protección del 
sistema de mérito en el empleo público en los términos establecidos en la presente 
ley, de carácter permanente de nivel nacional, independiente de las ramas y 
órganos del poder público, dotada de personería jurídica, autonomía administrativa 

y patrimonio propio…” (Subrayado fuera del texto)  
 
(…) 
 
ARTÍCULO 11. FUNCIONES DE LA COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL 
RELACIONADAS CON LA RESPONSABILIDAD DE LA ADMINISTRACIÓN DE 
LA CARRERA ADMINISTRATIVA. En ejercicio de las atribuciones relacionadas 
con la responsabilidad de la administración de la carrera administrativa, la Comisión 
Nacional del Servicio Civil ejercerá las siguientes funciones: 
 
(…) 
 
c) Elaborar las convocatorias a concurso para el desempeño de empleos públicos 
de carrera, de acuerdo con los términos y condiciones que establezcan la presente 
ley y el reglamento…” 

 
De igual, dicho precepto en el artículo 23, dispone: 

“…ARTÍCULO 23. CLASES DE NOMBRAMIENTOS. Los nombramientos serán 
ordinarios, en período de prueba o en ascenso, sin perjuicio de lo que dispongan 
las normas sobre las carreras especiales. 

Los empleos de libre nombramiento y remoción serán provistos por nombramiento 
ordinario, previo el cumplimiento de los requisitos exigidos para el desempeño del 
empleo y el procedimiento establecido en esta ley. 

Los empleos de carrera administrativa se proveerán en período de prueba o en 
ascenso con las personas que hayan sido seleccionadas mediante el sistema de 
mérito, según lo establecido en el Título V de esta ley…” 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/constitucion_politica_1991_pr004.html#130
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0909_2004.html#titulo-v
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Sobre la reforma de las plantas de personal planteo lo siguiente: 

“…ARTÍCULO 46. REFORMAS DE PLANTAS DE PERSONAL. <Artículo 
modificado por el artículo 228 del Decreto 19 de 2012. El nuevo texto es el 
siguiente:> Las reformas de plantas de personal de empleos de las 
entidades de la Rama Ejecutiva de los órdenes nacional y territorial, deberán 
motivarse, fundarse en necesidades del servicio o en razones de 
modernización de la Administración y basarse en justificaciones o estudios 
técnicos que así lo demuestren, elaborados por las respectivas entidades 
bajo las directrices del Departamento Administrativo de la Función Pública y 
de la Escuela Superior de Administración Pública - ESAP-. 

El Departamento Administrativo de la Función Pública adoptará la 
metodología para la elaboración de los estudios o justificaciones técnicas, la 
cual deberá ceñirse a los aspectos estrictamente necesarios para soportar 
la reforma a las plantas de personal. 

Toda modificación a las plantas de personal de los organismos y entidades 
de la Rama Ejecutiva del poder público del orden nacional, deberá ser 
aprobada por el Departamento Administrativo de la Función Pública…” 

En virtud de lo anterior, la Comisión Nacional del Servicio Civil y la Dirección de Sanidad 

de la Policía Nacional, suscribieron el Acuerdo CNCS - 20181000009096 del 26 de 

diciembre de 2018 “Por el cual se establecen las reglas del primer concurso abierto de 

méritos para proveer de manera definitiva los empleos vacantes de la planta de personal 

perteneciente al Sistema Especial de Carrera Administrativa de la DIRECCIÓN DE 

SANIDAD POLICÍA NACIONAL – DISAN -, “Proceso de Selección No. 631 de 2018 – 

Sector Defensa” y el Acuerdo No. CNSC - 20191000002376 del 14 de marzo de 2019 

por medio del cual se modificaron los artículos 1, 2 y 11 del acuerdo anterior, ampliando 

las vacantes ofertadas a (344) cargos de carrera administrativa.  

Según el artículo segundo del Acuerdo No. 20181000009096 del 26 de diciembre de 

2018, modificado por el Acuerdo No. CNSC - 20191000002376 del 14 de marzo de 

2019, “El concurso abierto de méritos para proveer las TRESCIENTAS CUARENTA 

Y CUATRO (344) vacantes, pertenecientes al Sistema Especial de Carrera 

Administrativa de la planta de personal de la DIRECCIÓN DE SANIDAD POLICÍA 

NACIONAL – DISAN, estará bajo la directa responsabilidad de la CNSC…” 

(Subrayado y negrilla propios de este texto). 

Con el acuerdo No. 20191000002376 del 14 de marzo de 2019 se modificaron los 

artículos 1, 2 y 11 del acuerdo No. 20181000009096 del 26 de diciembre de 2018, por 

lo que la Dirección de Sanidad ajusto la OPEC en el aplicativo SIMO con cincuenta y 

ocho 58 vacantes adicionales quedando un total de trecientos cuarenta y cuatro 344 

empleos publicados para el primer concurso abierto de méritos de la convocatoria 631 

del Sector Defensa. 

El artículo 13° del mencionado acuerdo estableció que: “(…) Antes de dar inicio a la etapa 

de inscripción, las reglas del proceso de selección podrán ser modificadas o complementadas, 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/decreto_0019_2012_pr004.html#228
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de oficio o a solicitud de la ENTIDAD, debidamente justificada, aspectos que serán supervisados 

por la CNSC y divulgados a través de la página web www.cnsc.gov.co y/o enlace SIMO (…)”. 

Así mismo, dentro de la modificación realizada al artículo No. 2° del acuerdo antes 

mencionado, se estableció que la entidad responsable para proveer los (344) empleos 

vacantes perteneciente al sistema especial de carrera administrativa de la planta de 

personal de la Dirección de Sanidad, es la Comisión Nacional del Servicio Civil de 

acuerdo a sus competencias legales y reglamentarias previstas en los en los artículos 

84, 85 y 89 del Decreto Ley 091 de 2007 y lo establecido en la sentencia C-753 de 2008. 

Posteriormente mediante Comunicación Oficial número 20212111527781 del 10 de 

diciembre de 2021, la Comisión Nacional del Servicio Civil, informó que la lista de 

elegibles del proceso de selección de la convocatoria 631 del Sector Defensa Dirección 

de Sanidad Policía Nacional, adquirieron firmeza (total o parcial) y que por ello 

corresponde a la entidad adelantar las acciones y procedimientos previstos en el 

capítulo VII Acuerdo 20181000009096 de 2018, para iniciar los estudios de seguridad 

y/o nombramiento en periodo de prueba, en estricto orden de méritos y de conformidad 

con el puntaje por las personas que ocupan un lugar de elegibilidad.  

Cumplidas todas las etapas del proceso de selección, la Comisión Nacional del Servicio 

Civil expidió la Resolución No. 12399 del 23 de noviembre de 2021, “Por la cual se 

conforma y adopta la Lista de Elegibles para proveer uno (1) vacante(s) definitiva(s) del 

empleo denominado PROFESIONAL DE SEGURIDAD O DEFENSA, Código 3-1, 

Grado 18, identificado con el Código OPEC No. 74835, PROCESO DE SELECCIÓN 

NO. 631 DE 2018 - DIRECCIÓN DE SANIDAD POLICÍA NACIONAL, del Sistema 

Especial de Carrera Administrativa del Sector Defensa”, donde la señora DEICY 

NATALY LÓPEZ RAMÍREZ identificada con cédula de ciudadanía No. 53.152.918, 

ocupó la posición No. 1° en la lista de legibles para el empleo antes enunciado. 

A continuación, mediante Comunicación No. GS-2021-078166-DISAN de fecha 17 de 

diciembre de 2021 la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional, solicitó a la Dirección 

de Incorporación la valoración de estudio de seguridad del personal externo al sector 

que ocupó el primer puesto en la lista de elegibles, de acuerdo a lo establecido en el 

capítulo VII del Acuerdo No. 20181000009096 de 2018, por la cual se establecen la 

reglas del primer con concurso de méritos de la convocatoria 631 del Sector Defensa. 

Recibiendo respuesta a través del oficio No. GS-2022-002164-DINCO de fecha 22 de 

marzo de 2022, entregando los resultados de la valoración de estudio de seguridad 

realizados al personal externo al Sector Defensa, de conformidad con lo establecido el 

capítulo VII del acuerdo 20181000009096 de 2018, emitiendo concepto favorable 

para la señora DEICY NATALY LÓPEZ RAMÍREZ (es de anotar que la relacionada 

señora fue quien adquirió derechos de carrera administrativa para ocupar el 

empleo de la hoy demandante RUTH MARGARITA HIDALGO URREGO quien se 

desempeñaba en provisionalidad).  

Por lo que, mediante Acta No. 178 SUSAN-GUTAH de fecha 23 mayo de 2022, la 

Comisión de Personal de la Dirección de Sanidad, documentó el procedimiento 

realizado en la revisión de la lista de elegibles del primer concurso abierto de méritos 
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del proceso de selección No. 631 de 2018 del Sector Defensa, de acuerdo a las 

disposiciones legales y reglamentarias establecidas en el Decreto 760 de 20053, en 

concordancia con el artículo 2.2.20.2.24 del Decreto 1083 de 20154 y el artículo 54 del 

Acuerdo No. 20181000009096 del 26 de diciembre de 2018. 

Así las cosas, es oportuno indicar que con la expedición de la Resolución No. 305 del 
28 de junio de 20225, se dio por terminado el nombramiento provisional al extremo activo 
de la litis, dando cabal aplicación a lo dispuesto en el artículo 2.2.5.3.1 del Decreto 1083 
de 2015, el cual prevé: “…las vacantes definitivas en empleos de carrera se 
proveerán en periodo de prueba o en ascenso, con las personas que hayan sido 
seleccionadas mediante el sistema de mérito, de conformidad con lo establecido 
en la Ley 909 de 2004 o en las disposiciones que regulen los sistemas específicos 
de carrera, según corresponda…” (Negrillas fuera del texto) 
 
Así mismo, lo previsto en el numeral 4° del artículo 2.2.5.3.2. del Decreto 1083 de 2015, 
el cual establece el orden para la provisión definitiva de los empleos de carrera “Con la 
persona que al momento en que deba producirse el nombramiento ocupe el primer 
puesto en lista de elegibles para el empleo ofertado que fue objeto de 
convocatoria para la respectiva entidad”; aunado a lo anterior el artículo 2.2.5.3.4 del 
Decreto 1083 de 2015 modificado por el Decreto 648 de 2017 advierte que “antes de 
cumplirse el termino de duración del encargo, de la prórroga o del nombramiento 
provisional, el nominador, por resolución motivada, podrá darlos por terminado”, 
situación que acaeció en el caso subjudice. 
 
En conclusión y de acuerdo al marco legal puesto de presente, es claro, que, en virtud 
de la Constitución Política de 1991, el ingreso a los empleos públicos en pro del 
desarrollo de las actividades del Estado, lo es por regla general a través de proceso 
meritorio y superado el período de prueba, por lo que esta Dirección cumplió a cabalidad 
con la constitución y la ley, sin vulnerar o amenazar derechos fundamentales o laborales 
de la hoy accionante. 
 
Adicionalmente, es claro que los preceptos constitucionales y legales puestos de 
presente, permitieron la modificación o actualización de la planta de personal de 
Dirección de Sanidad de la Policía Nacional; para el caso sub examine, tenemos que el 
ingreso a la entidad del aquí demandante se realizó de forma provisional, mientras se 
agotaba el proceso meritorio. 
 
Por otra parte, continuando con la línea de tiempo de las disposiciones normativas que 
rigen el proceso meritorio para el ingreso de personal civil vinculado a los Organismos 
y Dependencias del sector Defensa, se tiene que mediante LEY 1033 de 20066 se 
estableció la Carrera Administrativa Especial para los Empleados Públicos no 
uniformados al servicio del Ministerio de Defensa Nacional, de las Fuerzas Militares, de 
la Policía Nacional, para el efecto, dicho mandato legal en su artículo 6 dispuso: 
 

 
3 Por el cual se establece el procedimiento que debe surtirse ante y por la Comisión Nacional del Servicio Civil para el cumplimiento de sus funciones 
4 Por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector de Función Pública 
5 Por la cual se le da por terminado un nombramiento provisional y se efectúan un nombramiento de carrera administrativa en periodo de prueba, en la planta de 
empleados públicos del Ministerio de Defensa Nacional - Policía Nacional - Dirección de Sanidad 
6 Por la cual se establece la Carrera Administrativa Especial para los Empleados Públicos no uniformados al servicio del Ministerio de Defensa Nacional, de las 
Fuerzas Militares, de la Policía Nacional y de sus entidades descentralizadas, adscritas y vinculadas al sector Defensa, se derogan y modifican unas disposiciones 
de la Ley 909 de 2004 y se conceden unas facultades conforme al numeral 10 del artículo 150 de la Constitución Política. 
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“…Artículo 6°. Las facultades de que trata la presente ley se ejercerán con sujeción 

a los siguientes parámetros: 

a) La modernización, tecnificación, eficacia y eficiencia de los organismos y 

dependencias que conforman el sector de Defensa, serán los principios que se 

seguirán para mejorar la competitividad de los servidores públicos civiles, y 

aumentar la operatividad de las dependencias militares y policiales; 

b) Unificar el régimen de administración de personal que aplica al personal civil 

vinculado a los Organismos y Dependencias del sector Defensa; 

c) Conservar y respetar al personal civil al servicio del sector Defensa, todos los 

derechos, garantías, prerrogativas, servicios y beneficios adquiridos o establecidos 

conforme a disposiciones normativas anteriores a la fecha de la presente ley; 

d) Adoptar, de conformidad con las normas constitucionales y legales, los 

mecanismos de protección especial a la maternidad, a los servidores públicos 

desplazados por razones de violencia, a las madres o padres cabezas de familia y 

a los funcionarios que posean discapacidades físicas, síquicas o sensoriales, con el 

fin de proporcionarles un trabajo acorde con su condición sin desmejorar las 

condiciones laborales contempladas en la ley 909 de 2004; 

e) No se podrá contemplar como causal de retiro del servicio del personal civil la 

derivada de la facultad discrecional para cargos de carrera; 

f) El ingreso a la carrera especial y el ascenso dentro de ella, se efectuará 

acreditando méritos mediante mecanismos como pruebas escritas, orales, 

psicotécnicas, curso – concurso y/o cualquier otro medio técnico que garantice 

objetividad e imparcialidad, con parámetros de calificación previamente 

determinados. En todo caso se efectuarán pruebas de análisis de antecedentes y 

en los casos pertinentes pruebas de ejecución conforme lo determine el reglamento 

que se expida; 

g) Al modificar y determinar el sistema de nomenclatura y clasificación de empleos, 

se adecuarán las funciones y requisitos de los empleos de las entidades que 

integran el Sector Defensa, a las necesidades del servicio…” (Subrayado propio) 

Como reglamentación de dicha disposición legal, se expidió el DECRETO LEY 91 DE 
20077, precepto legal que sobre la carrera del sector defensa, en su artículo 15 y 16 
precisó:  

“…ARTÍCULO 15. DEL SISTEMA ESPECIAL DE CARRERA DEL SECTOR 
DEFENSA. El Sistema Especial de Carrera del Sector Defensa es un sistema 
técnico de administración del personal a su servicio, que tiene por objeto alcanzar 
dentro del marco de seguridad requerido, la eficiencia, la tecnificación, la 
profesionalización y la excelencia de sus empleados, con el fin de cumplir su misión 
y objetivos, ofreciendo igualdad de oportunidades para el acceso a ella, la 
estabilidad en los empleos y la posibilidad de ascender, como también establecer la 
forma de retiro de la misma. 

 
7 Por el cual se regula el Sistema Especial de Carrera del Sector Defensa y se dictan unas disposiciones en materia de administración de personal 

 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0909_2004.html#1
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El ingreso, la permanencia y el ascenso, en los empleos del Sistema Especial de 
Carrera del Sector Defensa, se hará considerando el mérito, sin que para ello la 
filiación política, raza, sexo, religión, o razones de otra índole diferentes a la 
seguridad, puedan incidir de manera alguna. 

El Sistema Especial de Carrera del Sector Defensa regula la capacitación, los 
estímulos, y la evaluación del desempeño de los empleados públicos civiles y no 
uniformados al servicio del Sector Defensa.  

ARTÍCULO 16. CONCURSOS. La provisión definitiva de los empleos 

pertenecientes al Sistema Especial de Carrera del Sector Defensa se hará por 

concurso abierto, el cual tendrá por objeto establecer y comprobar la aptitud, 

idoneidad y condiciones de seguridad de los aspirantes. 

El concurso abierto se caracteriza por permitir la admisión libre para todas las 

personas que demuestren poseer los requisitos exigidos para el desempeño del 

empleo…” 

Hasta aquí, su señoría me permito contextualizar las disposiciones normativas que 
regentan el ingreso al sistema especial de carrera del personal civil a la Policía Nacional, 
constatando que las disposiciones guardan armonía con los preceptos constitucionales, 
relacionados a que el ingreso y/o ascenso a estas entidades lo es, de forma meritoria, 
es decir a través de concurso público, y posterior a ello agotando las etapas señaladas 
en el marco general. 

En el caso en comento es evidente que la señora RUTH MARGARITA HIDALGO 
URREGO conforme se expuso en la demanda no se encontraba dentro de la lista de 
elegibles o en posición meritoria, para con ello ingresar a la carrera administrativa y así 
continuar en el cargo que ostentaba, pues contrario a lo afirmado en la demanda en 
Colombia el ingreso o los derechos de carrera administrativa solo se obtiene mediante 
el mérito y no por la designación por acto administrativo, pues sería contrario a la 
Constitución y la Ley. 

Así mismo, conforme a los preceptos legales expuestos se tiene que es dable que la 
Entidad que apodero, pudiese actualizar, modificar, crear cargos que considere 
necesarios para el desarrollo misional de la misma, para ello, tenemos que dicho 
mandato fue plasmado en el DECRETO 1838 DE 20168, norma en la cual se modificó 
la planta de personal de la Dirección de Sanidad de la Policía, sin que dicho precepto 
legal otorgase derecho de carrera a la señora RUTH MARGARITA HIDALGO 
URREGO, púes se itera la prenombrada disposición solo se basó en actualizar la 
referida planta de personal.  

Conforme a lo expuesto su señoría solicito respetuosamente se despache 
desfavorablemente las pretensiones de la demanda. 

Aunado a lo anterior, se tiene como aspectos jurisprudenciales la línea trazada por la 
Corte Constitucional al analizar la constitucionalidad de las normas a las cuales me he 
referido en precedencia, para ello tenemos que: 

 
8 Por el cual se modifica la planta de personal del Ministerio de Defensa Nacional - Policía Nacional, Dirección de Sanidad. 
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En Sentencia C-211 de 20079 sobre la supremacía del mérito para el ingreso a la 
CARRERA ADMINISTRATIVA dentro de la acción constitucional de la Ley 1033 de 2006 
fijó Reglas jurisprudenciales PRINCIPIO DE IGUALDAD EN CONCURSO PUBLICO 
DE MERITOS ADELANTADO POR COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL-
Vulneración al exonerar de la prueba básica de preselección a empleados vinculados a 
la administración pública. 
 

“…Para la  Corte es claro que en aplicación de los criterios señalados en la 
jurisprudencia a partir de los textos constitucionales sobre el respeto del principio 
de mérito  como eje  del sistema de carrera administrativa así como del derecho a 
acceder a  la administración pública en condiciones de igualdad, eximir a 
aquellos  concursantes que se encuentren vinculados a la administración bien sea 
en provisionalidad o en carrera comporta  efectivamente un claro desconocimiento 
de dichos principios. Como ha señalado la Corporación y se recordó en el acápite 
3.7.5.1 de esta sentencia las regulaciones de los sistemas de concursos no pueden 
establecer criterios de selección, cuya evaluación no sea susceptible de ser aplicada 
a todos los concursantes, incluyendo tanto a los inscritos en carrera como a los no-
inscritos. De la misma manera es claro que en el caso de los servidores que se 
encuentren en situación de provisionalidad, si bien es claro que a los mismos debe 
garantizarse el respeto de sus derechos es claro también que por su condición no 
puede desconocerse a los demás el respeto del principio del mérito que permita 
asegurar una real y franca competencia en condiciones de igualdad. En ese orden 
de ideas es claro que el carácter habilitante de la prueba a que se alude en el inciso 
acusado lo que hace es en realidad reforzar la desigualdad que se reprocha a dicha 
disposición en este caso…” 
 

PRINCIPIO DE IGUALDAD EN CONCURSO PUBLICO DE MERITOS ADELANTADO 
POR COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL-Vulneración al asignar mayor valor 
a la experiencia adquirida en el cargo al cual se aspira/PRINCIPIO DE MERITO EN 
CARRERA ADMINISTRATIVA-Vulneración al asignar un mayor valor a la experiencia 
adquirida en el cargo al cual se aspira: 
 

“…La Corte constata que considerar la experiencia como una prueba más, en tanto 
la misma se evalúe de manera igual para todos los participantes no plantea ninguna 
dificultad desde el punto de vista del respeto de los principios de mérito e igualdad. 
Lo que resulta discriminatorio es el mayor valor que la disposición acusada ordena 
dar a la experiencia relacionada con el cargo objeto de concurso pues es ello lo que 
implica es una ventaja para quien lo esté ocupando independientemente de que en 
este caso no se exija por la norma –contrario a otros casos censurados por la Corte- 
la evaluación de desempeño.  En ese orden de ideas  y en tanto no cabe duda para 
la Corte que  al  ordenarse  la realización de una prueba  en la que se da un mayor 
valor  a la  experiencia relacionada con el cargo objeto de concurso, se favorece 
necesariamente a quienes se encuentren vinculados a  la administración y 
concretamente en el cargo respectivo  en detrimento de quienes no lo están   y se 
viola entonces  los artículos 13, 40-7 y 125, lo que procede es declarar igualmente 
la inexequibilidad del referido inciso...” 

 
✓ SENTENCIA DE INEXEQUIBILIDAD-Efectos retroactivos/SENTENCIA DE 

INEXEQUIBILIDAD-Efectos desde la publicación de la ley 

 
“…En la medida en que como se ha visto en el presente caso la regulación contenida 
en los dos primeros incisos del artículo 10° de la Ley 1033 de 2006 comporta un 
claro desconocimiento  del principio de mérito que rige la carrera administrativa, así 
como del acceso en condiciones de igualdad a  la administración pública,  y que  en 

 
9 M.P Álvaro Tafur Gálvis.  



MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 

POLICÍA NACIONAL  

DIRECCIÓN DE SANIDAD 

_____________________________________________________________ 
 

DEFENSA JUDICIAL - DIRECCIÓN DE SANIDAD  

disan.asjur-judicial@policia.gov.co 

Teléfono 5804400 ext. 7422, 7637 

 Página 12 de 25 

 

caso de no dar efectos retroactivos a la Sentencia se estaría  consolidando una 
situación contraria a la Constitución y a la clara línea jurisprudencial  de esta 
Corporación, se atenderá la solicitud de la demandante en el proceso  D-6469 de 
dar efectos retroactivos a la sentencia en este punto  y en ese sentido  en armonía 
con  reiterada jurisprudencia,  a la decisión de inexequibilidad  que se 
profiere  respecto de los  incisos primero y segundo del artículo 10 de la Ley 1033 
de 2006   se le darán efectos desde la fecha de publicación de la ley  referida…” 

 
En sustento de la anterior decisión, la Corte consideró lo siguiente: 
 

“…En relación con el inciso primero del artículo 10, sostuvo que resultaba contrario 
al respeto del principio de mérito, así como al derecho a acceder a la administración 
pública en condiciones de igualdad, eximir a aquellos concursantes que se 
encontraran vinculados a la administración bien sea en provisionalidad o en carrera, 
de la prueba de preselección, cuando dicha prueba tuviera carácter habilitante. 
Recordó que la jurisprudencia ha señalado a este respecto que las regulaciones de 
los sistemas de concursos no pueden establecer criterios de selección cuya 
evaluación no sea susceptible de ser aplicada a todos los concursantes, incluyendo 
tanto a los inscritos en carrera como a los que no lo están. Pues si bien a los 
servidores en situación de provisionalidad se les deben garantizar el respeto de sus 
derechos, al mismo tiempo no puede desconocerse el principio del mérito que 
permita una real y franca competencia en condiciones de igualdad. Por tal motivo, 
el inciso primero del artículo 10 de la Ley 1033 de 2006 fue declarado inexequible. 
 
En cuanto al inciso segundo el mismo artículo, de igual manera la Corte  lo estimó 
inexequible, pues aunque consideró que no planteaba ninguna dificultad desde el 
punto de vista del respeto de los principios de mérito e igualdad tener la experiencia 
como una prueba más, en tanto en sí misma se evaluara de manera igual para todos 
los concursantes, en cambio resultaba discriminatorio el mayor valor que se 
ordenaba darle a la experiencia relacionada con el cargo objeto de concurso, pues 
implicaba una ventaja para quien lo estuviera ocupando, en detrimento de quienes 
no estuvieran vinculados a la administración. 
 
En cuanto al inciso tercero del artículo 10, que autorizaba a la Comisión Nacional 
de Servicio Civil para introducir modificaciones a la Convocatoria 01 de 2005, acorde 
con los mandatos legales contenidos en los dos incisos anteriores, como quiera al 
desaparecer los mismos dicho inciso tercero dejaba de tener sentido, la Corte lo 
declaró igualmente inexequible. 
 
En la presente ocasión el artículo 10 de la Ley 1033 de 2006 es acusado de 
desconocer los cánones 1, 13, 25, 40-7, 125 y 209 de  la Constitución, por las 
siguientes razones: (i) por resultar contrario al carácter democrático, participativo y 
pluralista del Estado colombiano a que se refiere el artículo 1° de la Carta, así como 
la prevalencia del interés general sobre el particular; (ii) por desconocer el principio 
de igualdad a que aluden los artículos 13 y 209 superiores, en cuanto permite un 
tratamiento preferencial sin justificación alguna, y por cuanto no puede presumirse 
que quienes lleven ocupando un cargo por más de seis meses tengan más 
conocimientos, estén mejor capacitados o tengan más méritos para seguirlo 
ocupando; (iii) por vulnerar el canon 25 superior, referente al trabajo en condiciones 
dignas, al excluir a los empleados en provisionalidad de una fase del concurso, en 
detrimento de los demás aspirantes; (iv) por ser contrario al numeral séptimo del 
artículo 40 de la Constitución, toda vez que conforme a dicha norma superior todos 
los ciudadanos tienen derecho a acceder al desempeño de funciones y cargos 
públicos, pero la norma demandada concedería ventajas inmerecidas a un pequeño 
grupo que resulta sustraído de la obligación de demostrar sus méritos y 

capacidad…” (subrayado propio) 
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De igual forma sobre régimen especial de origen legal señalado en la Ley 1033 de 2006, 
fue objeto de estudio constitucional, en sentenciaC-308/0710, en esta oportunidad la 
Corte Constitucional sobre el REGIMEN ESPECIAL DE CARRERA DE ORIGEN 
LEGAL-Aplicación al personal no uniformado del Sector Defensa/SISTEMA 
ESPECIFICO DE CARRERA ADMINISTRATIVA-Parámetros que el legislador debe 
tener en cuenta en configuración legislativa/SISTEMA ESPECIFICO DE CARRERA 
ADMINISTRATIVA-Diseño debe estar amparado en el principio de razón 
suficiente/REGIMEN ESPECIAL DE CARRERA DE ORIGEN LEGAL-Necesidad de 
evaluar previamente la verdadera especialidad de las funciones del órgano o institución 
en el que se va implementar dicho régimen, en la cual precisó:  
 

“…La jurisprudencia de esta Corporación ha exigido que el establecimiento por el 
Congreso de la República de carreras administrativas especiales de origen legal, 
también llamadas “sistemas específicos de carrera administrativa”, obedezca a un 
principio de razón suficiente. Tal razón suficiente no puede ser otra sino que las 
normas de la carrera general no permitan a las entidades respectivas cumplir 
adecuadamente con sus funciones, o interfirieran negativamente en la consecución 
de sus objetivos. De otro lado, la jurisprudencia también ha exigido que previamente 
al establecimiento de una carrera administrativa especial de origen legal, medie una 
evaluación acerca de la verdadera especialidad de las funciones del respectivo 
órgano o institución en que se va a implementar tal sistema específico, y que las 
razones para su adopción sean expuestas durante el correspondiente debate 
parlamentario. Sí se hicieron explícitas dentro del trámite legislativo las razones por 
las cuales era necesario crear dicha carrera administrativa especial. De manera 
particular observa que no es cierto, como lo afirma la demanda, que lo único que 
hubiera dicho durante dicho debate era que se necesitaba garantizar la estabilidad 
de un buen número de empleados del sector defensa que tenían la categoría de 
provisionales. Por todo lo anterior la Corte encuentra que no es posible decir, como 
lo hace la demanda, que en los debates previos a la adopción de la Ley no hayan 
sido expuestos ningún tipo de criterios o razones válidas para explicar por qué era 
necesaria la creación de la carrera administrativa especial para el personal no 
uniformado del Sector Defensa…” 

 
Precedente judicial que guarda armonía, por la línea jurisprudencial trazada por el 
Honorable Consejo de Estado, la cual fue reiterada en decisión reciente de 25 de 
noviembre de 2021 con ponencia del Magistrado Carmelo Perdomo Cuéter11, quien, 
refiriéndose al ingreso al régimen de carrera y desvinculación del provisional, señalo: 
 

“…En lo atañedero al régimen de carrera, esta Corporación, en sentencia 
de 12 de octubre de 201112, lo definió como: 
 
[…] un sistema de administración de personal que tiene por finalidad 
escoger, en beneficio del servicio público, el aporte humano más capacitado 
y calificado para desempeñar la función pública. En ese sentido, el proceso 
de selección es la herramienta de la escogencia, y el mérito, es el pilar 
fundamental en la superación de las etapas que lo conforman, y solamente 
el sometimiento y aprobación satisfactoria de ello, es la condición necesaria 
para ser nombrado y para predicar los derechos que le otorga la carrera 
administrativa, entre otros, una mayor estabilidad en el empleo. En cuanto 
al retiro, está rodeado de una serie de formalidades, es decir, solamente 

 
10 Magistrado Ponente: Dr. MARCO GERARDO MONROY CABRA 
 
11 Radicación número: 08001-23-33-000-2017-01002-01(5009-19) 
 
12 Sección segunda, subsección A, expediente 05001-23-31-000-2004-06836-01 (1680-10), C. P. Alfonso Vargas Rincón. 
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puede hacerse mediante acto de insubsistencia motivado en una calificación 
insatisfactoria. 
 
A su turno, no es lo mismo el nombramiento del servidor que ingresa al 
servicio sin preceder al concurso de méritos al de aquél que se somete a las 
etapas del proceso selectivo. En este sentido el nombramiento en 
provisionalidad no es equiparable al del escalafonado en la carrera 
administrativa, y por lo mismo el retiro no puede estar revestido de las 
mismas formalidades. 

 
Conforme a lo anterior, no es dable predicar que el empleado nombrado 
provisionalmente para desempeñar transitoriamente un cargo de carrera 
administrativa y mientras se realiza el concurso, pueda ostentar la misma 
condición del que se vincula a la administración previa superación rigurosa 
de un conjunto de etapas que ponen a prueba su idoneidad personal e 
intelectual para desempeñar la función.       
 
La situación del nombrado provisionalmente se asemeja a la de los 
designados para ocupar cargos de libre nombramiento y remoción, porque 
en ambos casos, el nombramiento se efectúa en ejercicio de la facultad 
discrecional del nominador de escoger a quien tenga las condiciones de 
idoneidad para desempeñar la función y el retiro, a su vez, debe ir 
encaminado al mejoramiento del servicio. 
 
En este orden de ideas, el nombramiento en provisionalidad es procedente 
para proveer cargos de carrera, en eventos en que no sea posible hacerlo 
por el sistema de concurso, o por encargo con otro empleado de carrera. La 
situación en provisionalidad, no otorga fuero de estabilidad relativa alguno. 
Aun cuando la normatividad reguladora de esta materia prevé la designación 
en provisionalidad por un determinado tiempo e igualmente ésta es 
prorrogable en los términos que señala la ley, ello no significa que la persona 
designada bajo esa situación adquiera estabilidad por dicho lapso. 
 
Por estas razones, la Sala estima que si bien es cierto  el nombramiento 
provisional se ha instituido para los cargos clasificados de carrera 
administrativa que no hayan sido provistos por concurso y que dicho 
nombramiento  no es  forma de provisión de los cargos de libre 
nombramiento y remoción, sí es pertinente predicar respecto de tal 
modalidad de vinculación las reglas de la facultad discrecional, dada la 
similitud en el ingreso y el retiro que se presenta tanto para los 
nombramientos provisionales como para los de libre nombramiento y 
remoción. 
 
En consecuencia, el retiro del servicio para los empleados provisionales 
puede disponerse mediante acto que dé por terminada la provisionalidad o 
de insubsistencia […]. 
 
En lo referente a la motivación del acto administrativo que retira del servicio 
a un empleado con nombramiento en provisionalidad, esta Corporación, por 
medio de sentencia de 13 de abril de 200313, unificó el criterio en el siguiente 
sentido: 
 
Es claro que el empleado nombrado en provisionalidad ostenta una 
“posición diferente” al vinculado y escalafonado en la carrera judicial, como 

 
13 Sección segunda, expediente 76001-23-31-000-1998-1834-01 (4972-01), C. P. Tarcisio Cáceres Toro. 
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también a la del designado por la vía del libre nombramiento y remoción. En 
efecto, el primero no puede asimilarse en sus derechos al de carrera 
(estabilidad), por cuanto no ha accedido al cargo mediante el respectivo 
concurso de méritos; tampoco puede equipararse al de libre nombramiento, 
por cuanto el cargo que ejerce provisionalmente es de carrera. 
 
El servidor público judicial nombrado en provisionalidad, antes que cobijarle 
algún tipo de estabilidad, le rodea una situación de doble inestabilidad, pues, 
por una parte, al no pertenecer al sistema de carrera, puede ser 
desvinculado del servicio de manera discrecional por el nominador, y por 
otra, puede ser desplazado por quien habiendo concursado tenga derecho 
a ocupar el cargo (…)” 

 
En atención a lo anterior, es claro conforme al precedente constitucional, que si bien, a 
través de la Ley 1033 de 2006 se fijó un régimen especial de origen legal, no es menos 
cierto, que, para el ingreso a la carrera administrativa de dicho régimen especial, es 
necesario agotar el respectivo concurso meritorio y agotar cada una de las etapas 
dispuestas tanto en la norma especial como en la general. 
 
Ahora bien, en lo que respecta a la motivación del acto administrativo que desvinculara 
del servicio a la señora demandante RUTH MARGARITA HIDALGO URREGO, dentro 
del mismo se lee:  
 

 

En ese orden de ideas, al existir lista de elegibles para la provisión del cargo denominado 
Profesional de Seguridad o Defensa, Código 3-1, Grado 18 de ocho (8) horas, y, 
superada todos las etapas del concurso público, consecuente era la desvinculación de 
la entidad a quien de forma provisional venía ocupando el cargo, pues se itera solo a 
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través del mérito se puede acceder a la carrera administrativa en Colombia, en 
conclusión el acto administrativo cuenta con la suficiente motivación para que se 
procediera al retiro del cargo. Es así, su señoría que esta defensa reitera que los actos 
administrativos objetos de estudio judicial, fueron expedidos en cumplimiento de los 
mandatos constitucionales, regidos por las disposiciones legales puesta de presente y 
en armonía con las decisiones de los órganos de cierre. 
 
En suma, de lo anterior, solicito respetuosamente se despache desfavorablemente las 
pretensiones de la demanda. 
 

III. EN CUANTO A LAS PRETENSIONES: 

La Entidad que apodero, se OPONE expresamente a todas y cada una de las 

pretensiones, por cuanto, como se demostrará en el presente trámite procesal, que la 

terminación del vínculo laboral de la señora RUTH MARGARITA HIDALGO URREGO 

obedeció al cumplimiento de los preceptos constitucionales y legales para el ingreso a 

la función pública a través del concurso de méritos, en razón a ello, solicito 

respetuosamente al Despacho, se absuelva a la DIRECCIÓN DE SANIDAD DE LA 

POLICIA NACIONAL, y de esta forma respecto de cada una de las pretensiones 

planteadas en el libelo introductorio.  

 

IV. EXCEPCIONES: 

 

1. LEGALIDAD DEL ACTO ADMINISTRATIVO. 

En este aspecto cabe precisar que la Resolución No. 305 del 28 de junio del 2022 
proferida por el extremo pasivo de la litis, a través de la cual se dio por terminado un 
nombramiento en provisionalidad a la señora RUTH MARGARITA HIDALGO URREGO, 
cumplen con todos los requisitos establecidos por la ley 1437 de 201114, además de los 
presupuestos exigidos mediante jurisprudencia del Consejo de Estado, para 
considerarse ajustados a derecho; es por esta razón que me permito Señora Jueza, 
plantear la excepción de legalidad del Acto Administrativo; toda vez que este cumple el 
lleno de los requisitos legales, que a continuación me permito citar.  
 
La ley 1437 de 2011 establece en su artículo 88 la presunción de legalidad de los Actos 

Administrativos bajo los siguientes postulados: 

“…ARTÍCULO 88. PRESUNCIÓN DE LEGALIDAD DEL ACTO ADMINISTRATIVO. 

Los actos administrativos se presumen legales mientras no hayan sido anulados por 

la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. Cuando fueren suspendidos, no 

podrán ejecutarse hasta tanto se resuelva definitivamente sobre su legalidad o se 

levante dicha medida cautelar.” 

Por su parte, el artículo 91 ídem, dispone que: “Salvo norma en contrario, los actos 

administrativos en firmen serán obligatorios mientras no hayan sido anulados por la 

jurisdicción de lo Contencioso administrativo (…)” 

 
14 Por la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 
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Así mismo, el Honorable Consejo de Estado ha trazado línea jurisprudencial sobre los 

elementos de validez que deben contener los actos administrativos para estar 

envestidos de legalidad, además precisa los requisitos de existencia y validez del 

mismo, entre ellas la decisión del 25 de julio de 201615, en la cual, el máximo Tribunal 

de lo contencioso administrativo precisó: 

 
“…- Acto Administrativo. Concepto y presupuestos16.  

El Acto Administrativo se define como “toda manifestación unilateral, por regla 
general de voluntad, de quienes ejercen funciones administrativas, tendiente a la 
producción de efectos jurídicos17”. Sus elementos se concretan en los siguientes: 

Es un acto positivo, una manifestación positiva expresa, concreta o específica de la 
administración.  

Tiene un carácter unilateral, es decir, es una manifestación de voluntad unilateral 
de la administración donde no hay un consentimiento del administrado en su 
producción, y en la que en todo caso debe respetarse el derecho al debido proceso 
del destinatario. 

Es una expresión de voluntad que se sujeta al principio de legalidad.  

Esa manifestación de voluntad positiva y unilateral puede provenir tanto de los 
órganos que hacen parte del poder ejecutivo así como de aquellos que no siendo 
parte de ésta rama ejercen ése tipo de funciones.  

El poder decisorio de la manifestación de voluntad, se concreta en la potencialidad 
para crear, modificar o extinguir situaciones jurídicas a partir de su contenido.   

Al respecto se ha señalado que “La manifestación de voluntad debe provocar 
alteraciones jurídicas en el mundo exterior, modificando o extinguiendo las 
existentes o creando nuevas situaciones de relevancia ante el derecho, esto como 
efecto directo de su carácter decisorio.18” 

Así, la declaración de voluntad indefectiblemente ha de estar encaminada a la 
creación, modificación o extinción de una relación jurídica, esto es, a la producción 
de efectos jurídicos o de lo contrario no podría ser considerado como un acto 
administrativo.  

En los actos administrativos se distinguen los presupuestos de existencia, los 
presupuestos de validez y los presupuestos de eficacia final. 
 
Los presupuestos de existencia son aquellos que configuran o estructuran el acto 
de manera tal que la ausencia de alguno de ellos determina que él no surja a la vida 
jurídica. 
 
Los presupuestos de validez son aquellas condiciones de un acto existente que 
determinan que sea valorado positivamente por encontrarse ajustado al 
ordenamiento o, con otras palabras, que si el acto es sometido a un juicio de validez 
no permiten que le sobrevenga una valoración negativa.  
 
Los presupuestos de eficacia final son aquellos requisitos indispensables para que 
el acto existente y válido produzca finalmente los efectos que estaría llamado a 
producir. 

 
15 Con ponencia del Dr: JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA, emitida dentro proceso Radicación número: 44001-23-31-000-2004-00356-01(3441 

 
16 Este acápite recoge lo pertinente del fallo de esta Sala de Subsección de 12 de agosto de 2014, Exp. 25052. 
17 Jaime Orlando Santofimio Gamboa, Tratado de Derecho Administrativo, Tomo II “Acto Administrativo”, Universidad Externado de Colombia, Pág. 131. 
18 Ibídem, Págs. 132 a 136 
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Ahora, no debe olvidarse que mientras la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo no decrete la nulidad de un acto administrativo, este se presume 
válido y es idóneo para producir los efectos que le son propios, tal como se 
desprende de lo normado en el artículo 64 del Código Contencioso Administrativo 
(Decreto 01 de 1984) y como ya lo preceptúa de manera expresa el nuevo Código 
Contencioso administrativo al disponer que “los actos administrativos se presumen 
legales mientras no hayan sido anulados por la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo…”19  
 
Constituyen presupuestos de existencia la expresión del designio o voluntad de la 
administración, el objeto o materia sobre la cual recae el querer de la administración 
y la causa o motivo que induce a la decisión de la administración. 
 
Son presupuestos de validez el sometimiento del acto al ordenamiento jurídico20 y 
el cumplimiento de las formalidades que se exigen para su producción. 
 
Son presupuestos de eficacia final la publicidad del acto, la firmeza jurídica y la 
ausencia de la pérdida de su fuerza ejecutoria. 
 
De todo lo expuesto se concluye que conforme a la noción de acto administrativo, a 
los elementos que lo constituyen, a los presupuestos para su existencia, será acto 
administrativo toda manifestación unilateral de voluntad proveniente de un órgano 
administrativo, o de aquel que ejerza éstas funciones, que éste encaminado a la 
producción de efectos jurídicos “sin importar el procedimiento seguido para su 
expedición o las formas externas que adopte21”. 
 
En conclusión, toda manifestación de voluntad proveniente de una autoridad 
administrativa o de otra autoridad en ejercicio de funciones administrativas 
encaminada a la modificación, extinción o creación de situaciones jurídicas, es un 
acto administrativo con independencia de la forma que adopte, categoría dentro de 
la cual se encuadran las manifestaciones de voluntad verbales de autoridad 
administrativa encaminada a la producción de efectos jurídicos22. 

2.- Presunción de legalidad de los actos administrativos23. 

2.1.- El principio de la legalidad se estructura en el cabal sometimiento de la 
administración y de sus actos a las normas superiores –bloque de la legalidad– 
previamente proferida como garantía ciudadana y para la estabilidad estatal. 
Debemos agregar a lo anterior que la legalidad así entendida no es un simple 
presupuesto de la actuación administrativa; todo lo contrario, en nuestro concepto, 
la legalidad de los actos se proyecta tanto en su procedimiento formativo como en 
la vigencia plena de los mismos. Se caracteriza de manera consecuente por su 

 
19 Artículo 88. 
20 Jaime Orlando Santofimio Gamboa. Procedimientos Administrativos y Tecnología. Universidad externado de Colombia. Bogotá DC. 2011. Pg 58. El 
sometimiento a la legalidad de la administración y por lo tanto de sus decisiones guarda a la luz del moderno estado social y democrático de derecho una nueva 
dimensión: la de su sujeción al ordenamiento jurídico, esto es al del bloque de la legalidad ampliado a partir del respeto y sometimiento incluso del derecho 
internacional, en especial el de los derechos humanos. 
21 Jaime Orlando Santofimio Gamboa, Tratado de Derecho Administrativo, Tomo II  “Acto Administrativo”, Universidad Externado de Colombia, al respecto señala 
que “el acto administrativo ha adquirido en los sistemas jurídicos modernos, en especial en aquellos ceñidos por los principios del Estado de derecho, 
connotaciones de columna vertebral del derecho administrativo, tanto en su versión de simple creador de situaciones jurídicas individuales cómo en su carácter 
normativo o de contenido general. Y no sólo desde el punto de vista del ejercicio de la función administrativa, sino también del régimen de garantías que se 
desprenden con su existencia. De ahí que se hayan desarrollado importantes criterios jurisprudenciales y doctrinales, con el fin de identificar la existencia de 
fenómenos que consistan en manifestaciones de voluntad, por parte de quienes ejercitan funciones administrativas, tendientes a la producción de efectos 
jurídicos”.  
22 Esta afirmación actualmente se ve corroborada por medio de los artículos 55 y 57 del nuevo Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, Ley 1437 de 2011, al otorgar la posibilidad de que la administración pública pueda incorporar documentos públicos a través de mensajes de datos 
y que pueda emitir decisiones administrativas por medios electrónicos siempre y cuando se observen las características de los actos administrativos, así las 
normas en cita establecen:  
Ley 1437 de 2011. Artículo 55. Documento público en medio electrónico. Los documentos públicos autorizados o suscritos por medios electrónicos tienen 
la validez y fuerza probatoria que le confieren a los mismos las disposiciones del Código de Procedimiento Civil.  
22 Ley 1437 de 2011. Artículo 57. Acto administrativo electrónico. Las autoridades, en el ejercicio de sus funciones, podrán emitir válidamente actos 
administrativos por medios electrónicos siempre y cuando se asegure su autenticidad, integridad y disponibilidad de acuerdo con la ley. 
23 SANTOFIMIO GAMBOA, Jaime Orlando. Tratado de Derecho Administrato. Tomo I. Acto administrativo. Procedimiento, eficacia y validez. Bogotá, Universidad 
Externado de Colombia. 4º ed., 2007, p. 54-56. 
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naturaleza previa, concomitante y subsiguiente a la manifestación del órgano 
administrativo. 

2.2.- De esta manera y partiendo del hecho de la total sumisión de la administración 
a las normas previas que regulen su actuación, lo mismo que la proyección de éstas 
a la expedición de los actos administrativos, la doctrina contemporánea ha venido 
sosteniendo el denominado principio de la “presunción de la legalidad de los actos 
administrativos”, lo cual no es más que una prolongación de la legalidad al mundo 
de la eficacia del acto, legalidad que se presume cuando el acto se hace ejecutorio. 
Por tal virtud, se considera que la manifestación voluntaria de la administración se 
encuentra conforme a derecho, y se acepta que reúne todas las condiciones y 
elementos indispensables para concluir que es un acto regular y perfecto, mientras 
no se demuestre lo contrario24. Es decir, en sentido opuesto, por profundos que sean 
los vicios en que pueda incurrir un acto administrativo, tendrá validez y fuerza 
ejecutoria hasta tanto la autoridad competente no se hubiere pronunciado al 
respecto25. 

2.3.- La presunción se desprende del hecho supuesto de que la administración ha 
cumplido integralmente con la legalidad preestablecida para la expedición del acto, 
lo que hace desprender a nivel administrativo importantes consecuencias; entre las 
más importantes, la de la ejecutoriedad o autotutela del mismo por la administración, 
sin posibilidad de desconocimiento unilateral al mismo por sus destinatarios, según 
se desprende del texto del artículo 6426 del CCA, salvo pronunciamiento judicial en 
contrario, conforme lo establece claramente el artículo 66 de la misma codificación 
administrativa27. 

2.4.- La presunción de legalidad no es absoluta y admite prueba en contrario. Es 
por naturaleza revisable. Nos atrevemos a afirmar sin duda alguna que no nos 
encontramos frente a una estricta e impenetrable presunción de derecho –juris et 
de jure–, sino ante una noble y amplia presunción de ley –juris tantum–, que admite 
probar o desvirtuar por los trámites determinados en la misma ley (CCA) la validez 
del acto en cuestión. Mientras esto no suceda, la obligación de todos los servidores 
públicos es la de someterse integralmente a lo dispuesto en los actos 
administrativos, cumplirlos y, si les corresponde, ejecutarlos, en razón de que gozan 
de presunción de legalidad. Lo contrario sería el caos jurídico, la inseguridad jurídica 
y la ruptura del Estado de derecho. 

2.5.- Respecto de los actos administrativos, se está suponiendo que éstos, por 
tratarse del resultado del ejercicio de precisas potestades legales, han reunido en 
su proceso de elaboración la totalidad de requisitos y presupuestos que el 
ordenamiento ha determinado, por lo que debe considerarse, en razón de la 
seguridad y estabilidad jurídica que demanda todo Estado de derecho, que son 
plenamente legales. Legalidad que se desvirtúa si se logra establecer judicialmente 
que en la realidad no concurrieron verdaderamente los elementos señalados por el 
ordenamiento para el nacimiento del acto…” 

 
24 MARGARITA BALADÍES ROJO. Validez y eficacia de los actos administrativos, Madrid, Marcial Pons, 1994. Para un entendimiento contemporáneo de la presunción 
de legalidad de los actos administrativos, puede consultarse en esta obra la idea de la conservación del derecho: básicamente todo lo referente al principio de la 
conservación de los actos jurídicos como garantía de todo orden jurídico. La conservación consiste en “Garantizar la permanencia y la estabilidad de las relaciones 
creadas a su amparo, pues, como es obvio, todo el sistema de derecho y obligaciones descansa sobre la base de la conservación de los actos o negocios de 
los que traen causa...”. 
25 Corte Constitucional. Sentencia C-069 del 23 de febrero de 1995, M. P.: HERNANDO HERRERA VERGARA: “La eficacia del acto administrativo se debe pues 
entender encaminada a producir efectos jurídicos. De lo anterior se colige que la eficacia del acto comporta elementos de hecho, pues una decisión administrativa 
adoptada de conformidad con el ordenamiento jurídico superior, cobijada por presunción de constitucionalidad y de legalidad, puede constituir un acto 
administrativo perfecto pero ineficaz. Así mismo, una decisión viciada de nulidad por no cumplir con todos los requisitos establecidos por el ordenamiento jurídico 
superior puede llegar a producir efectos por no haber sido atacada oportunamente...”. 
26 Art. 64 CCA: “Carácter ejecutivo y ejecutorio de los actos administrativos. Salvo norma expresa en contrario, los actos que queden en firme al concluir el 
procedimiento administrativo serán suficientes, por sí mismos, para que la administración pueda ejecutar de inmediato los actos necesarios para su cumplimiento. 
La firmeza de tales actos es indispensable para la ejecución contra la voluntad de los interesados...”. 
27 Art. 66 CCA: “Pérdida de fuerza ejecutoria. Salvo norma en contrario, los actos administrativos serán obligatorios mientras no hayan sido anulados o suspendidos 
por la jurisdicción contenciosa administrativa...” 
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De igual forma, en decisión de 17 de mayo de 201828, el Consejo de Estado con 

ponencia RAFAEL FRANCISCO SUÁREZ VARGAS, sobre los presupuestos de 

existencia y validez del acto administrativo, reiteró: 

 

“…2.3.1. Presupuestos de existencia y validez del acto administrativo. 

El acto administrativo es una manifestación unilateral de voluntad emanada de una 

autoridad pública o de un particular en el ejercicio de las funciones administrativas 

otorgadas por la Constitución Política y las leyes, mediante el cual se producen 

efectos jurídicos. En otros términos, es el mecanismo por el cual la administración 

crea, extingue o modifica situaciones jurídicas particulares. 

Para su conformación se requiere el cumplimiento de determinados presupuestos 

referentes a su existencia, validez y eficacia. 

 

2.3.1.1. El presupuesto de existencia del acto administrativo se relaciona con la 

manifestación de la voluntad de la administración materializada en una decisión, lo 

que quiere significar que el nacimiento a la vida jurídica del acto se origina una vez 

es expedido por la respectiva autoridad. 

 

En palabras de la Corte Constitucional «La existencia del acto administrativo está 

ligada al momento en que la voluntad de la administración se manifiesta a través de 

una decisión. El acto administrativo existe, tal como lo señala la doctrina, desde el 

momento en que es producido por la administración, y en sí mismo lleva envuelta la 

prerrogativa de producir efectos jurídicos, es decir, de ser eficaz». 

Lo anterior se sustenta en el concepto que de acto administrativo se ha impuesto, y 

que consiste en la manifestación de la voluntad de la administración tendiente a 

producir efectos jurídicos. 

 

Siendo así, la voluntad se presenta como un presupuesto esencial de la existencia 

del acto administrativo, en tanto que «el acto administrativo es voluntad, reflexión, 

conocimiento o inteligencia que se declara en el ejercicio de la función administrativa 

y que produce efectos jurídicos de carácter general o individual». 

 

De acuerdo con lo expuesto, la no exteriorización de la voluntad de la 
administración impide el nacimiento del acto administrativo y por ende que 
produzca efectos jurídicos. 
 
La doctrina sobre este punto resaltó que «la voluntad es presupuesto y elemento 
esencial para la existencia del acto administrativo. Se ha dicho, además, que esta 
se refleja de forma interna y externa, siendo la primera las actuaciones hechas 
dentro de la entidad que no tienen efectos frente a terceros y la segunda «la 
proyección al exterior del órgano de las elaboraciones producidas dentro del mismo; 
es conocida también como la etapa de la declaración de voluntad». 

Bajo tales parámetros, la ausencia de expresión de la voluntad por parte de la 

administración a través de su funcionario o empleado competente, impide que 

el acto administrativo exista y en consecuencia, que produzca efectos 

jurídicos. 

 
28 Sentencia 2016-01071 
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Precisamente, acerca de la teoría de la inexistencia del acto administrativo, esta 

corporación ha indicado que «El uso de la nomenclatura de "acto inexistente" quiere 

indicar que es emitido sin "sombra de competencia" es de tal modo nulo que carece 

de fuerza ejecutoria, y ni siquiera puede reconocérsele la presunción de legalidad 

que en principio los doctrinantes atribuyen a todo acto administrativo». 

En virtud de lo expresado, puede aseverarse que la presunción de legalidad que 

cobija al acto administrativo no se aplica en los casos en que se predica la 

inexistencia de este, precisamente porque nunca surgió a la vida jurídica. En esa 

medida, se ha indicado que no es necesario que la jurisdicción de lo contencioso 

administrativo se pronuncie sobre sus efectos. 

 

Referente al particular la jurisprudencia manifestó que «esta corporación ha 

precisado que cuando dichos documentos expresan una manifestación unilateral de 

voluntad de la administración con la aptitud de producir efectos jurídicos se está en 

presencia de un acto administrativo y que, en caso contrario, se debe reconocer 

la inexistencia del acto y, en consecuencia, la ausencia de un objeto sobre 

cual pueda recaer pronunciamiento judicial alguno de legalidad» (Negrilla fuera 

de texto). 

 

2.3.1.2. El presupuesto de validez por su parte, se refiere a la adecuación del acto 

administrativo al ordenamiento jurídico. Es decir, esta se determina porque la 

manifestación de la voluntad de la administración tendiente a producir efectos 

jurídicos (acto administrativo) fue expedida conforme con ciertos elementos, que de 

no concurrir, lo vician de nulidad. En efecto, así lo ha indicado la jurisprudencia al 

decir que: 

 

«…cuando se establezca la ausencia de uno de tales elementos, el acto 

administrativo así expedido no cumple con las exigencias legales y por ello se reputa 

viciado de nulidad. 

 

Lo dicho permite afirmar sin asomo de duda, que los vicios invalidantes del acto 

administrativo tienen una relación directa con sus elementos. En otras palabras, la 

ausencia o la insuficiencia de alguno de tales elementos, comprometen la 

validez de la decisión administrativa y están llamados a determinar su 

expulsión del ordenamiento jurídico mediante la declaratoria de su nulidad en 

sede judicial». (Negrilla fuera de texto). 

 

Los elementos de validez a los que hace alusión la jurisprudencia cuyo 

desconocimiento acarrea la nulidad del acto administrativo son  : i) los sujetos, 

diferenciados entre activo o quien expide el acto y quien debe gozar de 

competencia y voluntad para emitirlo, y el pasivo, esto es, sobre quien recaen 

sus efectos, ii) el objeto o contenido del acto que determina la situación 

jurídica que se va a afectar con este, que en todo caso debe ser licito, posible 

y existente, iii) los motivos o razón de hecho o de derecho determinantes que 

impulsaron la emisión del acto, iv) los fines o lo que la administración 

pretende alcanzar con la expedición del acto administrativo, que debe ser el 

interés general, y v) la formalidad, concepto que encierra indistintamente los 

de procedimiento, forma y formalidad. Así, el primero indica que para expedir el 

acto debe seguirse un trámite determinado, el segundo señala que debe ser 
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expedido de acuerdo con su contenido y alcance ya sea mediante leyes, 

resoluciones, acuerdos, etc., y el tercero advierte los requisitos que debe acatarse 

para la expedición. 

Frente al último mencionado, el artículo 137 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo lo encasilla dentro de la causal de 

nulidad de expedición del acto «en forma irregular», vicio que se materializa si en la 

formación y expedición de este se quebrantó el procedimiento que legamente se fijó 

para ello  , al ser este una garantía tanto para la administración como para los 

asociados al evitar la existencia de arbitrariedades en el trámite y permitir la 

materialización del debido proceso . 

 

Debe precisarse que no siempre que al proferirse los actos administrativos se 

desatiendan los requisitos formales se puede predicar la existencia de la nulidad de 

estos. Para dichos efectos la formalidad inobservada debe ser sustancial, esto es, 

aquella que de omitirse tiene la capacidad de alterar la transparencia del trámite, es 

determinante para la existencia del acto o para el resultado de la decisión definitiva. 

 

En esa medida, si la formalidad desatendida presenta dichas características la 

nulidad del acto es insanable, de lo contrario «en virtud del principio de eficacia y de 

economía, las irregularidades que no tengan dicho alcance pueden ser pasadas por 

alto o subsanarse en cualquier tiempo». Ello puesto que serían simples omisiones 

que no constituyen una garantía y por ende no afectan un derecho para los 

asociados, es decir una formalidad no sustancial. 

En resumen, el desconocimiento de cualquiera de los elementos de validez del acto 

administrativo enunciados trae como consecuencia la nulidad de este y en por ende 

la cesación de sus efectos…” 

 
En razón a lo anterior, es claro que el acto administrativo Resolución 305 de 28 de junio 
de 2022, mediante el cual se separó del cargo a la señora RUTH MARGARITA 
HIDALGO URREGO, se ajustó las previsiones constitucionales y legales que regulan el 
ingreso a la carrera administrativa a través del mérito, fundamentos legales que serán 
detallados en el acápite correspondiente, en razón a ello, el acto enjuiciado se encuentra 
debidamente motivado, por lo que solicito se NIEGUEN LAS PRETENSIONES DE LA 
DEMANDA. 

 

2. ACTO ADMINISTRATIVO VIOLADO. 

En cuanto a esta excepción se debe precisar que cuando se pretenda solicitar la nulidad 

de un acto administrativo es de obligatorio cumplimiento indicar las normas violadas y 

explicarse el concepto de su violación; la ley 1437 de 2011 en su artículo 137 numeral 

cuarto lo establece: 

“…Los fundamentos de derecho de las pretensiones. Cuando se trate de la 

impugnación de un acto administrativo deberán indicarse las normas violadas y 

explicarse el concepto de su violación…” 

Además de la norma encontramos el sustento jurisprudencial de la CORTE 

CONSTITUCIONAL, Sala Plena. Sentencia T-231 de 2007, expediente T-1485790. 

Magistrado Ponente: Dr. JAIME ARAÚJO RENTERÍA 
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 (…) Los actos administrativos constituyen la forma o el modo usual en que se 
manifiesta la actividad de la administración, con miras a realizar las múltiples 
intervenciones en la actividad de los particulares, que en cumplimiento de los 
cometidos que le son propios autoriza el derecho objetivo. 
  
La existencia de un régimen de derecho administrativo como el que nos rige, implica 
que la administración a través de dichos actos unilateralmente crea situaciones 
jurídicas impersonales y abstractas o define situaciones jurídicas subjetivas, es 
decir, que imponen obligaciones o reconocen derechos a favor de particulares. 
  
La administración no requiere acudir al proceso judicial para declarar lo que es 
derecho en un caso concreto e imponer obligaciones a cargo del administrado, pues 
ella al igual que el juez aplica el derecho cuando quiera que para hacer prevalecer 
el interés público y dentro de la órbita de su competencia necesite actuar una 
pretensión frente a un particular, en virtud de una decisión que es ejecutiva y 
ejecutoria. 
  
La necesidad de hacer prevalecer los intereses públicos o sociales sobre los 
intereses particulares y de responder en forma inmediata a la satisfacción de 
las necesidades urgentes de la comunidad, determina que los actos 
administrativos, una vez expedidos conforme a las formalidades jurídicas y 
puestos en conocimiento de los administrados, se presuman legales y tengan 
fuerza ejecutiva y ejecutoria, es decir, sean obligatorios para sus destinatarios 
y pueden ser realizados materialmente aun contra la voluntad de éstos.    
  
Los anteriores caracteres que se predican del acto administrativo tienen su 
fundamento constitucional en el régimen de derecho administrativo que 
institucionaliza nuestra Constitución, con fundamento en los arts. 1, 2, 3, 4, 6, 83, 
84, 90, 91, 92, 113, 115, 121, 122, 123-2, 124, 150-2-4-5-7-8-9-19-21-22-23-25, 
189, 209, 210, 211, 236, 237 y 238, entre otros. 
  
Reitera la Corte, que si la administración debe realizar sus actividades con el 
propósito de satisfacer en forma inmediata y oportuna los intereses públicos o 
sociales, ajustada a los principios de legalidad y buena fe, dentro de los límites de 
su competencia, observando los criterios de igualdad, moralidad, publicidad, 
imparcialidad, eficiencia eficacia, economía y celeridad, y sujeta a un régimen de 
responsabilidad, la consecuencia necesaria es que sus actos gozan de la 
presunción de legalidad y son oponibles y de obligatorio cumplimiento por 
sus destinatarios.     
  
La naturaleza y características propias del acto administrativo, que se han 
puesto de presente anteriormente, justifican plenamente que el legislador, 
dentro de la libertad de configuración de las normas procesales que regulan 
el ejercicio de las acciones contencioso administrativas, haya dispuesto que 
cuando se impugna un acto administrativo deban citarse las normas violadas 
y explicarse el concepto de la violación. En efecto: 
  
Si el acto administrativo, como expresión de voluntad de la administración 
que produce efectos jurídicos se presume legal y es ejecutivo y ejecutorio, le 
corresponde a quien alega su carencia de legitimidad, motivada por la 
incompetencia del órgano que lo expidió, la existencia de un vicio de forma, 
la falsa motivación, la desviación de poder, la violación de la regla de derecho 
o el desconocimiento del derecho de audiencia y de defensa, la carga procesal 
de cumplir con las exigencias que prevé la norma acusada. 
  
Carece de toda racionalidad que presumiéndose la legalidad del acto tenga el 
juez administrativo que buscar oficiosamente las posibles causas de nulidad 
de los actos administrativos, más aún cuando dicha búsqueda no sólo 
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dispendiosa sino en extremo difícil y a veces imposible de concretar, frente al 
sinnúmero de disposiciones normativas que regulan la actividad de la 
administración. Por lo tanto, no resulta irrazonable, desproporcionado ni 
innecesario que el legislador haya impuesto al demandante la mencionada 
obligación, la cual contribuye además a la racional, eficiente y eficaz 
administración de justicia, si se tiene en cuenta que el contorno de la decisión 
del juez administrativo aparece enmarcado dentro de la delimitación de la 
problemática jurídica a considerar en la sentencia, mediante la determinación 
de las normas violadas y el concepto de la violación.” (Negrillas y subrayado 
fuera del texto) 
  
Podría agregarse, que con el establecimiento de dichos requisitos el legislador 
desarrolló el deber previsto en el art. 95-7 de la Constitución para que quienes 
demandan actos administrativos ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo 
contribuyan al buen funcionamiento de la administración de justicia…” 
 

3. CONFUSIÓN.  

 

Hago valer esta excepción su Señoría, en el sentido que me confunde el actuar del 

demandante con la radicación de la presente demanda, toda vez que: 

i. Como fundamento factico de la litis (HECHOS del 3 al 9), el extremo activo 

infiere respecto al “…Control Inmediato de Legalidad del Decreto 1754 del 

22 de diciembre de 2020…” y el trámite efectuado por el Honorable Consejo 

de Estado en el proceso número 11001032500020210022200. 

  

ii. En el acápite denominado por el actor “…DECLARACIONES, CONDENAS 

Y PRETENSIONES…”, se solicita la nulidad del acto administrativo por la 

cual se le da por terminado un nombramiento provisional y se efectúan un 

nombramiento de carrera administrativa en periodo de prueba, en la planta 

de empleados públicos del Ministerio de Defensa Nacional - Policía Nacional 

- Dirección de Sanidad, entre otras.  

 

iii. Por último, en el ítem “…NORMAS VIOLADAS…” - “…CONCEPTO DE 

VIOLACIÓN…”, nuevamente par parte demandante trae a colación lo 

relacionado con “…Control Inmediato de Legalidad del Decreto 1754 del 22 

de diciembre de 2020…” 

Así las cosas, debe existir consonancia entre los hechos, pretensiones y fundamentos 

normativos de la demanda, que para el caso sub examine el togado actor NO tuvo en 

cuenta al plasmar las ideas de lo que estima con el presente medio de control y más 

aún cuando ni siquiera se indica las supuestas causales de nulidad del acto 

demandando (Resolución No. 305 del 28 de junio del 2022), pero si hace énfasis en el 

control de legalidad efectuado al Decreto 1754 del 22 de diciembre de 2020. 

4. COBRO DE LO NO DEBIDO. 

 
Su señoría en el caso en comento se infiere que, al no asistirle el derecho al reintegro 

laboral, en razón a que la desvinculación de la aquí demandante en el cargo que ejercía 

de forma provisional obedeció al cumplimiento de las normas constitucionales y legales 

que reglamentan la vinculación a la función pública; de lo anterior señora juez solicito 

de manera atenta y respetuosa dar por probada esta excepción. 
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5. INNOMINADA O GENÉRICA. 

Respetuosamente solicito al Despacho que si durante el transcurso del proceso se 

llegare a probar hechos que constituyen una excepción o acreditar la configuración de 

cualquier otro medio exceptivo que haga imprósperas las pretensiones de la demanda 

y que exoneren de responsabilidad a la DIRECCION DE SANIDAD DE LA POLICÍA 

NACIONAL se sirva reconocerlas oficiosamente y declararlas probadas al momento de 

proferir sentencia. 

V. PERSONERÍA 

  
Solicito a la Señora Jueza respetuosamente, se me reconozca personería adjetiva en los 
términos y para los fines del poder conferido el cual anexo en un (1) archivo adjunto. 

 

VI. ANEXOS 
 
Con el presente adjunto la siguiente documentación: 
 

• Poder otorgado por el Señor Brigadier General HERNÁN ALONSO MENESES GELVES 
Secretario General de la Policía Nacional y sus anexos, el cual se envía adjunto al 
presente correo electrónico en un archivo.  
 

• Constancia de envió de la contestación de la demanda al correo electrónico enunciado 
por el apoderado del extremo activo de la litis en el libelo introductorio, mediante mensaje 
de datos de conformidad con lo establecido en ley 2213 del 13 de junio de 2022 “Por 
medio de la cual se establece la vigencia permanente del Decreto Legislativo 806 de 
2020 y se adoptan medidas para implementar las tecnologías de la información y las 
comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar 
la atención a los usuarios del servicio de justicia y se dictan otras disposiciones”, en un 
archivo.  

 

VII. NOTIFICACIONES 

 
a) El demandado: Recibo notificaciones en la Dirección de Sanidad – Policía Nacional – Calle 44 
No. 50-51 CAN, Edificio Seguridad Social piso 5°. Tel. 314 448 3306 y en los correos electrónicos 
disan.asjur-judicial@policia.gov.co y raul.casasc@correo.policia.gov.co 
 
b) El demandante: En la dirección que cita en la demanda. 

De la Señora Jueza, 

Cordialmente,  

 

 
RAÚL FERNANDO CASAS CORTÉS  
C.C. No. 1.078.347.230 expedida en Suesca Cundinamarca 
T.P. No. 211.987 del Consejo Superior de la Judicatura 
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